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JOSÉ LUIS BARCELÓ CAMACHO

Aprobado acta N° 266

Bogotá, D.C., julio veintiocho (28) de dos mil once (2011)

V  I  S T O S

Decide la Corte la impugnación propuesta por el accionante FRANCISCO ERNESTO CONVERS BUITRAGO, contra el fallo de tutela emitido por la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Bogotá,  el 10 de junio de 2011, mediante el cual negó el amparo para el derecho fundamental a la libertad de religión cuya se vulneración atribuye a la Procuraduría General de la  Nación.

ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DE LA DEMANDA

El ciudadano FRANCISCO ERNESTO CONVERS BUITRAGO promueve demanda en procura de amparo para el derecho fundamental de libertad religiosa que considera conculcado por la Procuraduría General de la Nación.

Como sustento de la demanda, refiere el actor que en los años 2010 y 2011 se distribuyeron al interior de la accionada calendarios con el nombre de la entidad y en los cuales se consignaban varias citas bíblicas del nuevo testamento.

Aduce que el 11 de mayo de 2010 se llevó a cabo en la Catedral Primada de Bogotá una eucaristía presidida por Monseñor Pedro Rubiano Sáenz, dando inicio a la celebración por los 180 años de la Procuraduría General de la Nación, en la cual se realizó un “Te Deum”, ceremonia que se repitió en las ciudades de Barranquilla, Cúcuta, Florencia, Medellín y Tunja.

Adicionalmente, sostiene que en el cuarto piso de la torre A de la entidad demandada, se construyó un oratorio para los funcionarios, el cual se encuentra decorado con imágenes del viacrucis de Jesús, un crucifijo, una virgen, cuadros religiosos, estatuas y reclinatorios.

En tal virtud, considera que se está privilegiando el credo católico mediante la realización de actividades religiosas en espacios públicos que se financian con recursos del Estado, desconociendo así el principio de neutralidad religiosa y la condición de estado laico que otorga la Constitución Política de este país.

Por lo anterior solicita la intervención del juez de tutela, para que se ordene a la accionada que se abstenga de realizar actividades religiosas para celebrar eventos institucionales, evangelizar o apoyar un determinado grupo creyente, así como emitir o permitir la distribución material de una determinada doctrina.

De igual forma, pretende que se disponga por esta vía el desmonte del oratorio que fuera construido en el edificio de la institución demandada, para que en su lugar se utilice el espacio en actividades propias de la función pública.

RESPUESTA DE LA AUTORIDAD ACCIONADA

La Oficina Jurídica de la Procuraduría General de la Nación se opone a las pretensiones de la demanda, por cuanto los argumentos del actor carecen de veracidad y constituyen suposiciones,  en primer lugar, porque el grupo “Semillas de Esperanza” no es católico sino cristiano, y el calendario entregado no es institucional, por lo que aclara que dicho grupo no recibe financiación de la entidad sino eventuales donaciones que realizan sus integrantes.

De otra parte, precisa que se ha concedido permiso a varias agrupaciones a fin de realizar actividades propias de su credo en el auditorio de la entidad.

Por último, destaca que las celebraciones de “Te Deum” correspondiente a los 180 años de la entidad durante el 2010, no tienen incidencia o trascendencia sobre el tema, pues no generan en el actor un perjuicio irremediable.

FALLO IMPUGNADO

Mediante sentencia del 10 de junio de 2011 la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá negó el amparo, en tanto precisó que de acuerdo con los elementos que  integran la libertad religiosa y conforme se infiere de las manifestaciones de la entidad accionada, no se advierte la vulneración a la garantía invocada, porque no se aprecia interferencia alguna en la convicción o creencia religiosa del señor FRANCISCO ERNESTO CONVERS BUITRAGO, o que la Procuraduría favorezca al credo católico con la autorización de celebración de eucaristías o por la destinación de un lugar de la institución para la oración, por el contrario, lo que se extrae es que ha permitido la pluralidad de prácticas religiosas, por cuanto  igualmente se ha autorizado al grupo de oración cristiano “Semillas de la Esperanza” para la utilización del auditorio principal con el objeto de realizar manifestaciones afines a su religión, sin que tampoco se encuentre probado que se hayan destinado recursos para patrocinar actividades religiosas, difundir material de la misma índole o financiar un grupo específico, todo lo cual permite concluir que se está garantizando el principio de neutralidad religiosa, armonizado con el ordenamiento constitucional colombiano que excluye cualquier forma de confesionalismo, precisamente porque prescribe que el Estado es laico y hay separación entre este y las iglesias.

Concluyó, entonces, que ante la ausencia de expresiones concretas en contra del peticionario que permitan identificar y establecer la vulneración del derecho a la libertad religiosa por parte de la Procuraduría General de la Nación, amén que el actor tampoco pone de presente si hace parte de un determinado confesionalismo que permita establecer una posible discriminación con respecto a los grupos religiosos autorizados por la accionada, no queda más alternativa que desestimar las pretensiones de la demanda, sin que además se imponga acceder a la eliminación del oratorio que fue creado por varios servidores públicos de la demandada con sus propios recursos, porque de proceder a ello se incurriría en una medida discriminatoria.

IMPUGNACIÓN

El accionante impugna el fallo de tutela, para cuyo efecto retoma los argumentos de la demanda.

CONSIDERACIONES DE LA CORTE

De conformidad con la preceptiva del artículo 1º, numeral 2º, del Decreto 1382 de julio de 2000, es competente esta Sala para pronunciarse sobre la impugnación interpuesta, en tanto lo es en relación con la decisión adoptada por la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá, de la cual es su superior funcional.

La acción de tutela constituye un mecanismo diseñado para brindar protección directa, inmediata y efectiva a los derechos fundamentales de los ciudadanos, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades en ejercicio de sus funciones, o de los particulares en los casos específicamente señalados en la ley. 

En el asunto que concita la atención de la Sala, la problemática planteada por el actor se contrae a la presunta vulneración del derecho a la libertad religiosa por parte de la Procuraduría General de la Nación, a partir de la realización de actividades religiosas para celebrar eventos institucionales, autorización para la utilización de espacios de la entidad en la celebración de un culto religioso y distribución de calendarios de un grupo de oración.

Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha precisado que a la luz de la actual Constitución, la libertad religiosa es simultáneamente una “permisión y una prerrogativa. Como permisión significa que el hombre no puede ser obligado a actuar contra su creer y su sentir. Como prerrogativa, que nadie puede impedirle obrar de acuerdo con sus creencias y sentimientos”
, siempre y cuando el ejercicio del derecho se ajuste a los límites constitucionales y legales correspondientes. Por lo tanto, las entidades oficiales no podrán imponer a sus funcionarios la asistencia obligatoria a ceremonias religiosas, por nobles que sean sus ideales. De hacerlo, el Estado estará vulnerando los derechos a la libertad religiosa y de cultos que contempla la Carta Política.

De acuerdo con la información que obra en el expediente constitucional, se tiene que, en efecto, la Procuraduría General de la Nación ha autorizado a varios grupos de servidores de esa institución para que utilicen el auditorio a fin de realizar actividades propias de su credo, como también ha permitido al grupo cristiano “Semillas de la Esperanza” la distribución de calendarios, en los que si bien se consigna el nombre de la entidad, no así puede concluirse que se trate de material oficial, pues como se advirtiera en el curso del presente trámite, tanto la creación del grupo, como las actividades que éste lleva a cabo se financian con recursos de sus integrantes.

En tal sentido, resulta acertada la decisión del juez de primer grado, al considerar la improcedencia del amparo porque la autorización de este tipo de actividades por parte de la Procuraduría General de la Nación no se opone en modo alguno a la libertad de pensamiento y de creencias, ni a la práctica de cultos de FRANCISCO ERNESTO CONVERS como miembro de esa institución, pues finalmente el peticionario no está obligado a participar de ellas, de ahí que las molestias que con ellas puedan causársele no trascienden hasta constituir un hecho vulneratorio de los derechos a la libertad de conciencia, religión o de cultos.

A más de lo anterior, tampoco se acreditó que con ocasión de los hechos puestos de presente por el actor se le esté impidiendo obrar de acuerdo con sus creencias y sentimientos en ejercicio de la prerrogativa que la Constitución Política lo confiere.

De tal manera, al no apreciarse el desconocimiento del derecho invocado por la parte accionante, la acción de tutela está  llamada a fracasar,    precisión    que    conduce    por   contera   a   confirmar   la 
determinación prohijada por el Tribunal de instancia.

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sala Segunda de Decisión de Tutelas, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E :

1.-  CONFIRMAR el fallo objeto de impugnación.

2.-  NOTIFÍQUESE de conformidad con lo preceptuado en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

3.- REMÍTASE el asunto a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase.

JOSÉ LUIS BARCELÓ CAMACHO

FERNANDO ALBERTO CASTRO CABALLERO

MARÍA DEL ROSARIO GONZÁLEZ DE LEMOS

NUBIA YOLANDA NOVA GARCÍA

Secretaria

� Sentencia T-332 de 2004. 
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